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Buenos Aires, 19 de abril de 2005

El Dr. Scotti dijo:

I. Vienen estos autos a la Alzada con motivo de los agravios que contra la sentencia de fs. 85/87 interpone la actora a fs. 95/109 con réplica de su contraria a fs. 115/118. Asimismo a fs. 113 la perito contadora recurre por bajos los emolumentos que le fueron asignados.

El señor juez de grado desestimó la pretensión de la recurrente tendiente a que se declarara la inaplicabilidad/inoponibilidad y/o nulidad y/o inconstitucionalidad de la resolución 227/2001 del subsecretario de relaciones laborales del Ministerio de Trabajo -que homologó el Acuerdo 58/2001- respecto de Fabutor SA.

II. Adelanto que, a mi juicio, le asiste plena razón a la accionante.

En primer término considero conveniente señalar que no advierto inconveniente alguno en que se admita en el caso la vía de la acción declarativa.

A diferencia de lo que entiende el sentenciante, considero procesalmente admisible este camino, dado que se demanda la declaración de que le resulte inoponible a la peticionante, lo “pactado” en un acta complementaria a un Convenio Colectivo de Trabajo, debidamente homologada por la autoridad de aplicación, que establece una contribución por parte de todos los empleadores comprendidos en esa convención colectiva.

Como se ve, concurren en el caso todos los requisitos exigidos uniformemente por la jurisprudencia como para admitir la pertinencia de este tipo de acciones: 

a) estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica, 

b) existencia de un interés jurídico suficiente en el accionante, esto es, que la falta de certeza pueda producirle una lesión o perjuicio actual y 

c) inexistencia de otro medio legal para poner fin a la falta de certeza (artículo 322, CPCC) (CNCiv. - Sala A - “Balbazoni Hnos. SRL c/Latagliata, Carlos M.” - 6/7/1995 - LL - 23/10/1995 - pág. 15 - 93671; CNCom. - Sala B - “Isla Rodríguez Vissio, Félix J. R. c/ Banco Francés del Río de la Plata” - 14/4/1997 - LL - 1997 - T. D - pág. 56 - 95638, entre otros).

Es que, por un lado existe incertidumbre acerca del alcance de la contribución dado que mientras que la demandante la considera ilegal, la contraria opina lo contrario; también es obvio que se le causa un perjuicio actual a aquélla, en tanto pende sobre sus arcas la carga de satisfacer una determinada contribución dineraria que ya se ha tornado exigible y que en cualquier momento podría requerirse su cumplimiento por la vía judicial o extrajudicial. Por último, tampoco se visualiza cuál sería el otro remedio legal a utilizar para despejar definitivamente todas las dudas que pudiera presentar la cuestión y, además, para limitar el contenido del decisorio a la relación habida entre las partes (lo que resultaría imposible si, por ejemplo, se declarara la nulidad de la cláusula, ya que ello podría afectar a terceros que no han sido parte en el litigio).

Asimismo, no tiene -al menos a mi juicio- sustento legal lo manifestado por el señor juez a quo en cuanto a la exigencia en el caso del agotamiento de la vía administrativa.

III. Sentado lo que antecede, debo decir que según el instrumento obrante a fs. 36/38 el 5/9/2001 la Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina y la Asociación de Industriales Metalúrgicos de la República Argentina celebraron un “Acuerdo” que fue homologado por el Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos mediante resolución SSRL 27 del 18/10/2001.

En ese pretendido “Convenio” lo que se “pactó” no fue otra cosa que la imposición a todos los empleadores comprendidos en el ámbito de la CCT 260/75 (fuesen afiliados o no a la entidad patronal) de una contribución obligatoria mensual equivalente al 1% del total de las remuneraciones brutas mensuales devengadas, correspondientes al personal convencionado, con un tope de $ 3.000 por cada empresa.

No existe, prácticamente, flanco desde el cual no resulte atacable -a mi ver- el novedoso “pacto”:
3
1) Por lo pronto, no se advierte -al menos en relación al artículo 1 del Anexo incorporado al CCT 260/75- en qué consiste el “Acuerdo”, qué es lo que se “conviene” y cuál es el sentido de la presencia de la asociación profesional de trabajadores en el acta de marras. Si lo que se establece es una contribución de todas las empresas metalúrgicas en favor de un ente que nuclea a algunas de ellas, no se logra comprender por qué ha participado un sindicato titular de personería gremial, qué es lo que ha otorgado a su cocontratante y, menos aún, qué es lo que ha recibido de ésta. Consecuentemente con ello, cabe concluir que si no existe un acuerdo de voluntades, mal puede hablarse de un contrato o una convención (artículo 1137, CC).

2) Menos aún se entiende su incorporación a un Convenio Colectivo de Trabajo ya homologado en su oportunidad. Como lo recuerda Carlos A. Etala (“Derecho Colectivo del Trabajo” - Ed. Astrea - pág. 281), si bien es cierto que la ley 14250 no trae una definición de “Convenio Colectivo de Trabajo”, la recomendación (OIT) 91 expresa en II.2.1 que la expresión comprende todo acuerdo escrito relativo a las condiciones de trabajo y de empleo, celebrado entre un empleador, un grupo de empleadores o una o varias organizaciones de empleadores por una parte y, por otra, una o varias organizaciones representativas de trabajadores o, en ausencia de tales organizaciones, representantes de los trabajadores interesados. Es obvio, entonces, que no puede hablarse, en modo alguno, de una Convención Colectiva de Trabajo y, por lo tanto, nunca debió haber sido objeto de una homologación ministerial.
3) De cualquier manera, aún si se tratara de un pacto colectivo, mal podría establecerse una contribución de las empresas del sector en favor de la asociación patronal. Las llamadas cláusulas de solidaridad imponen cotizaciones a trabajadores no afiliados en favor de su organización sindical en el marco de una concertación colectiva y están autorizadas por el artículo 9 de la ley 14250 t.o. por el decreto 108/1988, en determinadas circunstancias y bajo ciertos requisitos. En cambio, no existe en nuestro ordenamiento positivo norma alguna que permita hacer lo propio con los empleadores y en favor de una entidad sindical que nuclee a algunos de ellos, por lo menos, desde la derogación de la ley 14295 (que regulaba el Régimen y funcionamiento de las asociaciones profesionales de empleadores) por medio del decreto ley de facto 7760/1955.

En esas condiciones, es decir si no existe ley que permita establecer aportes obligatorios en favor de entidades empresariales, si no existe Convenio Colectivo de Trabajo por cuanto no se dan los requisitos propios de esa figura, si los contratos no pueden perjudicar a terceros (artículo 1195 “in fine”, CC) ni oponérseles (artículo 1199, ídem), si no puede hablarse de acuerdo de voluntades por cuanto, en rigor, hay una sola parte y si las obligaciones son incausadas cuando no derivan ni de la ley o de la voluntad contractual o unilateral pero del propio obligado, parece evidente que no cabe otra alternativa que declarar que de lo establecido en el acta complementaria del 5/9/2001 incorporada al CCT 260/75 no se deriva obligación alguna para la actora (ver en similar sentido del registro de esta Sala - sentencia definitiva 12.064 - 19/9/2003 - “in re” “Straplast SA c/ Cámara Argentina de la Industria Plástica s/impg. acto administrativo”).

IV. Corresponde, en suma, revisando lo decidido en el fallo de grado, hacer lugar a la acción entablada en los términos del artículo 322, CProc., declarando que no existe obligación alguna por parte de Fabutor SA con relación a la Asociación de Industriales Metalúrgicos de la República Argentina, derivada del acta complementaria del 5/9/2001 homologada por resolución (SSRL) 27 del 18/10/2001.
V. En atención al nuevo resultado del juicio corresponde dejar sin efecto la imposición de costas y las regulaciones de honorarios dispuestas en primera instancia (artículo 279, CPCC) y declarar aquéllas en ambas instancias a cargo de la demandada vencida (artículo 68, CPCC).

A tales efectos -y por las tareas cumplidas en primera instancia- sugiero regular los honorarios de la representación letrada de la actora, los de la demandada y de la perito contadora en las sumas de $ 2.000, $ 1.200 y $ 500 respectivamente, a valores actuales. En cuanto a las de Alzada, propugno fijar la cuantía de los estipendios de los firmantes de los respectivos memoriales en el 25% de lo que le corresponda por las tareas cumplidas en la etapa anterior (artículos 38, LO; 6, 7, 8 y concs. ley 21839).

VI. En definitiva, y por las razones expuestas, de prosperar mi voto, sugiero:

1) Revocar la sentencia apelada y, en consecuencia, hacer lugar a la acción declarativa deducida, estableciendo que no existe obligación alguna por parte de Fabutor SA con relación a la Asociación de Industriales Metalúrgicos de la República Argentina, derivada del acta complementaria del 5/9/2001 homologada por resolución (SSRL) 27 del 18/10/2001; 

2) Dejar sin efecto la imposición de costas y las regulaciones de honorarios dispuestas en la sede de origen e imponer aquéllas, en ambas instancias a la demandada vencida, a cuyos efectos -y por las tareas cumplidas en primera instancia- regúlanse los honorarios de la representación letrada de la actora, de la demandada y de la perito contadora en las sumas de $ 2.000, $ 1.200 y $ 500 respectivamente, a valores actuales; por las de Alzada fíjanse los correspondientes a los firmantes de los respectivos memoriales en el 25% de lo que le corresponda a la representación letrada de cada parte por las tareas cumplidas en la etapa anterior.

El Dr. Corach dijo:

Por compartir los fundamentos del voto precedente, adhiero al mismo.

Por lo que resulta del Acuerdo que antecede, el Tribunal

RESUELVE:

1) Revocar la sentencia apelada y, en consecuencia, hacer lugar a la acción declarativa deducida, estableciendo que no existe obligación alguna por parte de Fabutor SA con relación a la Asociación de Industriales Metalúrgicos de la República Argentina, derivada del acta complementaria del 5/9/2001 homologada por resolución (SSRL) 27 del 18/10/2001;

2) Dejar sin efecto la imposición de costas y las regulaciones de honorarios dispuestas en la sede de origen e imponer aquéllas, en ambas instancias a la demandada vencida, a cuyos efectos -y por las tareas cumplidas en primera instancia- regúlanse los honorarios de la representación letrada de la actora, de la demandada y de la perito contadora en las sumas de $ 2.000 (pesos dos mil), $ 1.200 (pesos un mil doscientos) y $ 500 (pesos quinientos) respectivamente, a valores actuales; por las de Alzada fíjanse los correspondientes a los firmantes de los respectivos memoriales en el 25% de lo que le corresponda a la representación letrada de cada parte por las tareas cumplidas en la etapa anterior. 3) Cópiese, regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.

Héctor J. Scotti - Gregorio Corach
Principio del formulario
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